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I.
Análisis de la situación 
1. El Salvador es todavía un país donde la mayoría de la población sigue sin disfrutar de condiciones básicas de bienestar. La escolaridad media apenas llega a 6 años, el 40% de la población no dispone de servicios de salud, en zonas rurales un 24% de los niños menores de 5 años padecen desnutrición crónica, una tercera parte de la población carece de acceso a una red de distribución de agua a domicilio, solamente la quinta parte de la fuerza laboral cuenta con trabajo digno y más de la mitad de la población se siente insegura al residir en el país. Si bien El Salvador ha logrado progresos importantes —que se traducen en buenas perspectivas de alcanzar gran parte de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM)— existe un riesgo de retroceso debido a la crisis económica y financiera y sus secuelas. Entre los países de la región más afectados por la crisis, El Salvador ocupa el segundo lugar, con un decrecimiento del PIB de 3,5% en 2009, una caída de 9,9% en las remesas y un deterioro importante de las cuentas fiscales, pues la deuda pública total pasó de 42,5% en 2007 a 53% hacia fines de 2009.  
2. La Evaluación Común para el País realizada en 2010 pone de manifiesto obstáculos para el desarrollo que pueden atribuirse al bajo crecimiento económico, la insuficiente inversión en el desarrollo humano y las deficiencias en las capacidades institucionales, entre otros factores. En 2007, el 38% de la población vivía en la pobreza; esta situación se agravó debido a la crisis: en 2009, la tasa de pobreza aumentó hasta 43%. La metodología de medición de la pobreza no está actualizada, pues está desvinculada de las principales causas y expresiones de la pobreza, y sólo considera los ingresos y no toma en cuenta otras privaciones que sufren las personas. Por otra parte, son muy pocas las perspectivas de alcanzar los ODM relativos a la lucha contra el VIH/SIDA, principalmente a causa de una deficiente educación de la población. 
3. De cada 100 personas integrantes de la fuerza laboral, en promedio 47 están subempleadas, 7 desempleadas y solamente 24 tienen un trabajo digno, debido principalmente a la baja prioridad asignada a las políticas de generación de empleo  y el modesto crecimiento económico. El subempleo es, pues, el principal problema del mercado laboral salvadoreño; la tasa de participación laboral de las mujeres sigue siendo muy baja a pesar de que son mayoría en la población (112 mujeres por cada 100 hombres); apenas el 47,6% de las mujeres en edad de trabajar forman parte de la población económicamente activa, en comparación con 81% para los hombres. Las microempresas y las empresas pequeñas y medianas (MIPYMES) proporcionan cerca del 76% del empleo nacional, y su desarrollo como abastecedoras de cadenas productivas tiene importancia crucial para la creación de empleo. Transcurridos 19 años tras la celebración de los Acuerdos de Paz, si bien se constata la vigencia de los derechos civiles y políticos, la división de poderes y la libre competición política por el poder, persisten varios problemas importantes en el sistema electoral, el nivel de participación ciudadana, el grado de transparencia y rendición de cuentas y el fortalecimiento de la gobernabilidad local, producto de una democracia incipiente que trata de superar las secuelas del reciente conflicto armado. Tanto en el sistema político electoral como en el aparato institucional del Estado persiste la exclusión de las mujeres (que tienen 19% de los escaños en el Parlamento), así como de las personas con discapacidad, los grupos étnicos minoritarios y los salvadoreños residentes en el exterior.  En las dos últimas décadas el sistema de partidos políticos se ha caracterizado por el bipartidismo, lo cual ha generado una fuerte polarización.
4. El Salvador es uno de los países del mundo donde hay más violencia, con una tasa de 71 homicidios por cada 100.000 habitantes en 2009, situación que tiene complejas causas socioeconómicas, las cuales fueron acompañadas de políticas públicas focalizadas en la coerción, relegando a un segundo plano otros enfoques más integrales. Es motivo de preocupación el incremento del narcotráfico y de otras formas de delincuencia organizada transnacional. Los costos anuales de la violencia en El Salvador equivalen al 11,5% del PIB. Otra grave dimensión de la violencia es la de género: la violencia sexual afecta a una de cada 10 mujeres). 
5. El Salvador ocupa el primer lugar en la lista de países en situación de riesgo, dado que están en esas condiciones un 89% de su superficie y un 95% de su población. Además, se han detectado riesgos de mala adaptación al cambio climático por falta de planificación, y se pronostica una mayor intensidad de huracanes e inundaciones en algunas regiones, así como una mayor incidencia de sequías. La proporción de energía no renovable en la matriz energética ha aumentado, llegando a 45% en 2009. Otra amenaza socioambiental creciente son los residuos y desechos tóxicos que causan contaminación y afectan la salud de la población y el desarrollo del país. Por ejemplo, el 83% del agua superficial está contaminada. La dispersión de responsabilidades y competencias en materia ambiental es la principal causa de la falta de respuesta eficaz a estos problemas. Frente a la gran magnitud y la diversidad de los problemas que enfrenta El Salvador, el Plan Quinquenal de Desarrollo 2010-2014 contiene un amplio conjunto de Metas y medidas de políticas públicas orientadas a la reducción de la pobreza, la creación masiva de empleo, la estabilidad fiscal y la ampliación de los servicios públicos, entre otros objetivos. 

II.
Cooperación anterior y experiencia adquirida 

6. Tal como lo señala la Evaluación de los Resultados de Desarrollo, la Oficina del PNUD influyó en la formulación de programas nacionales de reducción de la pobreza urbana mediante la elaboración de herramientas prácticas para la focalización y la medición de este fenómeno. Se contribuyó a una respuesta integrada y multisectorial al VIH y se facilitó el acceso a servicios de salud de las personas que viven con el VIH, apoyando la gestión y la administración de fondos en la respuesta institucional al VIH/SIDA. La Oficina del PNUD incidió de manera decisiva en el diseño de la Política Nacional de Seguridad y la Estrategia Nacional de Prevención, aportando propuestas que integran medidas de prevención y represión;  contribuyó a los procesos de reforma política y electoral mediante el apoyo al Tribunal Supremo Electoral (TSE), y fomentó la capacidad de interpretar el entorno y las perspectivas políticas por parte de importantes grupos de la sociedad. Se contribuyó a la eliminación de sustancias que agotan la capa de ozono; y, en materia de gestión de riesgos, se contribuyó a planificar una mejor respuesta del país a los desastres naturales. 
7. La Evaluación detalla valiosas experiencias que es posible capitalizar en el futuro para maximizar el valor agregado por la Oficina del PNUD: a) la importancia de responder a las necesidades de las dependencias del Gobierno para subsanar insuficiencias en el desempeño institucional con una estrategia de desarrollo de capacidades a largo plazo; b) la necesidad de fortalecer el apoyo directo a entidades de la sociedad civil y del sector privado como vía para consolidar la institucionalidad democrática del país; c) la relevancia de fortalecer la gestión de  los conocimientos aportados por el PNUD; d) la conveniencia de orientar parte de las acciones hacia el apoyo al Poder Legislativo y el Poder Judicial. En materia de cooperación Sur-Sur, existe una oportunidad de estructurar una estrategia articulada a fin de ampliar y profundizar este tipo de cooperación. 
8. La Evaluación también señala las brechas en la cooperación anterior, y propone: a) fortalecer el apoyo y la estrategia de transferencia de capacidades, así como establecer mecanismos para maximizar los efectos de las recomendaciones de los Informes sobre Desarrollo Humano; b)  promover más activamente la inclusión de temas ambientales en el ámbito público y apoyar el desarrollo sostenible; c) propiciar la incorporación de más copartícipes sociales en las estrategias de lucha contra el VIH/SIDA y avanzar hacia la sostenibilidad de la respuesta nacional; d) asignar prioridad al ordenamiento ambiental y al enfoque de género como ejes transversales de los proyectos; e) asignar prioridad al fortalecimiento de capacidades de las entidades de la sociedad civil en procesos de consolidación cívica; e) apoyar la aplicación de la Política Nacional de Justicia y Seguridad y de la Estrategia Nacional de Prevención; y f) fortalecer el apoyo al Gobierno para abordar de manera más efectiva los aspectos dinámicos de la situación de inseguridad creada por la delincuencia organizada. 

III. 
Programa propuesto

9. El Programa 2012-2015 apoya las prioridades definidas por el Gobierno nacional (Plan Quinquenal de Desarrollo 2010-2014) y expresadas en el MANUD para el establecimiento de un modelo de crecimiento y desarrollo sostenible e inclusivo y la consolidación de la democracia. Las intervenciones propuestas se basan en una estrategia de desarrollo de capacidades e incorporan la promoción de la cooperación Sur-Sur, la equidad entre los géneros y el desarrollo humano. El Programa propone resultados en las siguientes esferas: 
10. Equidad, inclusión social y reducción de la pobreza. La Oficina del PNUD brindará asesoramiento en políticas públicas para promover el desarrollo humano, el bienestar y la situación de equidad de la población, la consecución de los ODM y la reducción de la pobreza, considerando sus causas y expresiones e incorporando el carácter multidimensional del paradigma de desarrollo humano en los diferentes programas y estrategias. Esto incluye:  i) favorecer la incorporación del enfoque de desarrollo humano en las políticas públicas a largo plazo mediante la producción, la difusión, el apoyo y el debate de los análisis del desarrollo humano, la pobreza y los ODM, destacando las situaciones diferentes entre los géneros mediante datos y análisis desglosados por sexo; ii) fomentar las capacidades nacionales para subsanar los retrasos en el logro de los ODM, prestando especial atención a los sectores y grupos más rezagados, proveyendo asistencia técnica para el análisis de hipótesis futuras y prioridades y la aplicación de instrumentos de evaluación de las políticas existentes, y apoyando el diseño de nuevas políticas y programas; iv) facilitar la formulación, el seguimiento y la evaluación de políticas sociales, apoyando la elaboración de indicadores y de una metodología para la medición de la pobreza que aplique una óptica multidimensional; y v) continuar fortaleciendo las capacidades nacionales de respuesta al VIH/SIDA, prestando especial atención a la participación de la sociedad civil en las actividades de prevención en beneficio de los grupos vulnerables. Se brindará asistencia técnica a la formulación de un programa para la protección de los derechos de las personas que viven con el VIH/SIDA. 
11. Desarrollo económico inclusivo, empleo digno y capacitación para el empleo. La Oficina del PNUD contribuirá a reducir el subempleo apoyando el fomento de las MIPYMES y prestando especial atención a las empresas dirigidas por mujeres. Con esos fines, brindará asistencia técnica y, en cooperación con el sector privado, apoyará el fomento de capacidades de las entidades que participan en iniciativas de fomento, para  la formulación y la adopción de modelos empresariales como encadenamientos productivos con enfoque de desarrollo sostenible, en zonas tanto urbanas como rurales.
12. Gobernabilidad democrática y reforma y modernización del Estado. La Oficina del PNUD trabajará en 5 esferas: el sistema electoral; la participación ciudadana; la promoción de la transparencia; el fortalecimiento de la gobernabilidad local; y la eficiencia en la administración pública. Las acciones concretas abarcan: i) el fortalecimiento de las capacidades del Tribunal Supremo Electoral en la puesta en práctica de disposiciones sobre el voto residencial y el voto de residentes en el exterior, y también de las capacidades de los partidos políticos, facilitando la representación de sectores tradicionalmente excluidos (especialmente, mujeres y jóvenes), brindando asistencia técnica y acompañando la puesta en marcha de las iniciativas. La Oficina del PNUD: i) apoyará el fomento de las capacidades del Parlamento a fin de promover la participación de las mujeres en los procesos de formulación de políticas y leyes; ii) continuará propiciando espacios de diálogo social y apoyará el fomento de las capacidades de entidades de la sociedad civil a fin de que tengan una mayor y efectiva participación en los procesos de formulación de políticas públicas y contralor social; iii) fortalecerá las capacidades de la Subsecretaría de Transparencia y Anticorrupción de la Presidencia brindando asistencia técnica en el diseño y la puesta en marcha de un sistema de seguimiento y evaluación de la gobernabilidad que promueva transparencia y rendición de cuentas; iv) promoverá el establecimiento de marcos programáticos y de gestión en apoyo del desarrollo territorial; v) fortalecerá la eficiencia de la administración pública para abordar los problemas estructurales del Gobierno, procurando un asesoramiento especializado para impulsar reformas que promuevan la profesionalización de la función pública; y vi) a nivel institucional, apoyará la evaluación de las capacidades y la puesta en práctica de iniciativas que mejoren la eficiencia del gasto y la inversión pública.
13. Seguridad ciudadana y prevención de la violencia. L Oficina del PNUD facilitará la articulación y la aplicación de estrategias de seguridad ciudadana y convivencia, y apoyará la formulación de mecanismos que fortalezcan el acceso a la justicia en condiciones de igualdad. Con esos fines, brindará asistencia técnica para contribuir a la formulación de políticas nacionales de prevención y lucha contra la violencia y la delincuencia organizada. Se apoyará el fomento de las capacidades nacionales para contribuir a las acciones regionales en materia de seguridad. En el ámbito de la justicia, se apoyará el desarrollo de capacidades que fortalezcan la investigación de actos delictivos, así como la resolución de conflictos aplicando métodos alternativos. En lo que respecta a la violencia por motivos de género, se establecerá una coordinación con otros organismos del sistema de las Naciones Unidas, a fin de apoyar a las instituciones clave de los sectores de salud, seguridad y justicia para fortalecer las capacidades institucionales en materia de prevención, detección, registro, atención y sanción de los casos de violencia contra la mujer.
14. Sostenibilidad del medio ambiente y reducción del riesgo de desastres. Las acciones de la Oficina del PNUD se concentrarán en: i) brindar asesoramiento técnico a las entidades nacionales para apoyar la incorporación de medidas de mitigación del cambio climático y adaptación a sus efectos en las políticas de desarrollo; ii) proveer asistencia técnica y apoyo al fomento de las capacidades en los sectores público y privado para la adopción de políticas y medidas que promuevan la eficiencia energética; iii) brindar apoyo técnico a las instituciones clave relacionadas con el ordenamiento de los recursos hídricos en la elaboración de una política integral para la gobernabilidad y la administración de esos recursos; iv)  apoyar el fomento de las capacidades y brindar asesoramiento técnico a entidades de los sectores público y privado para la adopción de medidas de manejo y reducción de contaminantes; y v) apoyar el fortalecimiento de capacidades de las entidades nacionales y locales para la puesta en marcha de medidas y políticas que contribuyan al ordenamiento de la diversidad biológica prestando especial atención a la recuperación de ecosistemas y las acciones productivas. Asimismo, se fortalecerán las capacidades nacionales y locales para la reducción del riesgo de desastres, en especial, la incorporación de medidas de adaptación al cambio climático y de pronta recuperación.
15. Cuestiones de género. Como complemento de las intervenciones interinstitucionales, la Oficina del PNUD apoyará las medidas nacionales para promover la igualdad entre los géneros y la protección de los derechos humanos de la mujer. Con esos fines, se ha incorporado la perspectiva de género en todas las intervenciones del PNUD. Más específicamente, se apoyarán las actividades de promoción que realicen las entidades estatales y no gubernamentales clave para la formulación y puesta en práctica de reformas que faciliten la comprensión y la rectificación de las desigualdades entre hombres y mujeres.

IV. 
Gestión, seguimiento y evaluación del Programa

16. El Ministerio de Relaciones Exteriores, en representación del Gobierno de El Salvador,  coordina la cooperación externa para el desarrollo y es la entidad de contraparte del PNUD.  Las acciones sectoriales se coordinarán con los ministerios respectivos.  En la ejecución del Programa se dará preferencia a la modalidad de ejecución nacional. Por otra parte, cuando así lo justifiquen razones de eficiencia y efectividad, y cuando la evaluación de capacidades arroje resultados aceptables, podrán participar organizaciones de la sociedad civil. La ejecución directa por el PNUD será una alternativa a considerar en proyectos de respuesta a casos de desastre de cualquier origen, o proyectos en los cuales la imparcialidad del PNUD sea un factor clave para lograr resultados, tales como proyectos políticamente delicados, de gestión de conocimientos o de asesoramiento en materia de políticas,  sobre la base de las ventajas comparativas del PNUD. La Oficina del PNUD continuará brindado cooperación técnica para la conducción de la respuesta en situaciones de emergencia, en el marco de la coordinación con otros organismos de las Naciones Unidas. Asimismo, a solicitud del Gobierno, podrá aplicarse el régimen de políticas y procedimientos acelerados del PNUD, cuando así lo justifiquen las circunstancias. 
17. El seguimiento y la evaluación del Programa se realizarán de acuerdo con la reglamentación y las políticas del PNUD y lo acordado con los donantes. El marco de seguimiento y evaluación será armonizado con el establecido en el MANUD. Las evaluaciones se realizarán en coordinación con el Gobierno. La eficacia de la contribución del PNUD estriba en su sólida alianza con el Gobierno de El Salvador y el compromiso de fortalecer las relaciones con los asociados bilaterales y multilaterales para el desarrollo y las instituciones financieras internacionales. Se  prevé que el total de los recursos asignados al Programa ha de ascender a 120.000.000 dólares de los Estados Unidos, suma que incluye 1.601.000 dólares correspondientes a los Recursos Ordinarios del PNUD y 118.399.000 dólares correspondientes a Otros Recursos.
18. La Oficina del PNUD proseguirá varias acciones gracias a las cuales ha mejorado la eficacia de la organización de las tareas y la gestión basada en los resultados.  Dichas acciones incluyen la consolidación de la coordinación entre las dependencias especializadas; la formulación de una estrategia para movilizar recursos financieros, profesionalizar los recursos humanos y armonizarlos con las necesidades de organización; y la creación de la Unidad de apoyo a programas, que,  entre otras funciones, integra el apoyo al seguimiento sustantivo de los proyectos y la coordinación de las actividades de evaluación de intervenciones.
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	Contribución de los asociados nacionales
	Contribución de otros asociados
	Contribución del PNUD
	Indicadores, valores básicos de referencia y Metas
	Productos indicativos del Programa para el país
	Recursos (cifras indicativas)
(En dólares EE.UU.)

	Prioridad o Meta nacional: 1. Reducción sustancial y verificable de la pobreza, la desigualad económica y de género y la exclusión social. 3. Reactivación económica inclusive la reconversión y la modernización de los sectores agropecuario e industrial, y la generación masiva de empleo digno. 

	Programa para el país/Efectos del MANUD. I.1. El país habrá formulado y puesto en marcha políticas, programas y mecanismos equitativos e inclusivos para subsanar la pobreza e incrementar el acceso a los servicios sociales estratégicos y la calidad de los mismos. Indicadores de efectos: 1.1. número de políticas sociales estratégicas y normativas formuladas y/o revisadas; I.7: porcentaje de personas en situación vulnerable que tienen acceso a servicios de atención integral de VIH e ITS; I.2 El Estado y los gobiernos locales habrán mejorado sus capacidades para formular y aplicar políticas públicas y adoptar medidas inclusivas a fin de promover el  desarrollo productivo. Indicadores de efectos: I.3 Número de MIPYMES que incrementan sus ingresos a raíz del apoyo a la producción. Esfera prioritaria del Plan Estratégico: 1. Reducción de la pobreza y logro de los ODM.

	Para 2015, el Gobierno habrá puesto en práctica políticas de gasto público que favorezcan el desarrollo humano a largo plazo y habrá promovido el desarrollo productivo vinculando las MIPYMES con los mercados.
	Los centros de reflexión, los organismos de las Naciones Unidas, las entidades de la sociedad civil y las cámaras empresariales, continuarán participando en los procesos de formulación, difusión y seguimiento de políticas, planes y programas.
	El PNUD contribuirá a fortalecer la capacidad nacional de formulación, aplicación y seguimiento de políticas para el desarrollo humano y el logro de los ODM. El PNUD apoyará la elaboración de modelos operacionales basados en cadenas de valor que propicien la equidad entre los géneros y el desarrollo sostenible.
	Indicador 1: Número de políticas o programas con enfoque de desarrollo humano, lucha contra la pobreza y reducción de las desigualdades de género. 
Valor básico de referencia: Una política: Comunidades solidarias.
Meta 5: nuevas políticas o programas.
Indicador 2: Porcentaje de mujeres con conocimientos correctos sobre el VIH/SIDA.
Valor básico de referencia: 24,2% (Fesal 2008).
Meta: Incremento hasta 40%.
Indicador 3: Porcentaje de MYPYNES que declaran aumentos sostenidos de productividad y/o ingresos, desglosado por zona geográfica (rural o urbana) y propiedad del negocio, desglosado por sexo. Valor básico de referencia: N/A . Meta: Al menos el 80% de las MYPYNES beneficiadas han incrementado su productividad. 
	Se han elaborado análisis del desarrollo humano y del avance hacia los ODM, y propuestas de políticas y programas basadas en pruebas objetivas; se ha diseñado un nuevo sistema de medición de la pobreza (multidimensional); se han fomentado las capacidades de entidades de la sociedad civil para la respuesta al VIH/SIDA y se ha propuesto un marco jurídico para la vigencia del respeto a los derechos humanos de las personas que viven con el VIH/SIDA; se han establecido programas piloto de cadenas productivas para MYPYNES y se han establecido mecanismos de fomento y apoyo a las mujeres empresarias. 


	Recursos ordinarios (TRAC 1,2,3)

415.074
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Otros recursos

46.064.926

	Prioridad o Meta nacional: 7. La reforma estructural y funcional de Estado, la consolidación del régimen democrático y el fortalecimiento del estado de derecho. 9. La reforma estructural y funcional de la administración pública. 10. La formulación de políticas de Estado y la participación social organizada en la formulación de las políticas públicas.

	Programa para el país/Efectos del MANUD: 3.1 Se habrán diseñado y adoptado instrumentos para la consolidación del régimen democrático, de la gobernabilidad en el país y de las capacidades ciudadanas para la vigencia de los derechos humanos, la igualdad entre los géneros y la participación cívica en la formulación de políticas públicas. Indicadores de efectos: I.1: Se han introducido contrataciones con cargo a las asignaciones presupuestadas en situaciones y sectores escogidos. Esfera prioritaria del Plan Estratégico: 2. Gobernabilidad democrática.

	El Gobierno habrá introducido reformas para subsanar las desigualdades entre los géneros; habrá adoptado marcos jurídicos e institucionales que posibiliten elecciones inclusivas, imparciales y transparentes; utilizará eficazmente los mecanismos de consulta, asignación presupuestaria y seguimiento de la aplicación de políticas públicas, y proporcionará servicios eficaces a los ciudadanos.
	Las organizaciones de la sociedad civil participarán en el seguimiento y el contralor de la actuación pública y promoverán la creación y el funcionamiento de espacios de coordinación entre los diferentes sectores sociales.
	El PNUD apoyará el desarrollo de las capacidades nacionales y facilitará espacios de diálogo que favorezcan la formulación y la aplicación de medidas en favor de la institucionalización del enfoque de género en los  sectores público y privado; la reforma del sistema electoral, la transparencia y la gobernabilidad local. El apoyo a la sociedad civil será un aspecto clave de las intervenciones. El PNUD contribuirá a la formulación de programas de reforma de la administración pública. 
	Indicador 1: Número de instituciones públicas que adoptan mecanismos para subsanar las desigualdades entre los géneros. Valor básico de referencia: 8 (PNUD 2010) Meta: Al menos 8 instituciones adicionales. 

Indicador 2: Número de municipios incorporados al sistema de voto residencial.
Valor básico de referencia: 16 municipios piloto (TSE 2009). 
Meta: 262 municipios incorporados al sistema para las elecciones presidenciales de 2014. 

Indicador 3: Porcentaje de mujeres candidatas a cargos públicos. Valor básico de referencia: a elaborar. Meta: Al menos 30%.

Indicador 4: Número de municipios que cuentan con plataformas de desarrollo. Valor básico de referencia: 6. Meta: Al menos 16 municipios adicionales. 

Indicador 5: Número de programas que se incorporan al sistema de gestión para la gobernabilidad (SIGOB). Valor básico de referencia: 100 (STP 2010). 
Meta: 150 programas adicionales.
	Se ha prestado asistencia técnica para el diseño y la aplicación de la certificación de la igualdad entre los géneros en entidades públicas y privadas. 

Se ha elaborado la agenda para la igualdad y la equidad entre los géneros en el Parlamento. 

Se han incorporado mecanismos de acercamiento de urnas (voto residencia; voto de residentes en el exterior) y se han presentado propuestas de reforma de los partidos políticos.
	Recursos ordinarios (TRAC 1,2,3) 

667.083


Otros recursos 

55.072.917

	Prioridad o Meta nacional: 2. La prevención efectiva y la lucha contra la delincuencia, la criminalidad y la violencia social y de género.

	Programa para el país/Efectos del MANUD: 4.1 El Estado y los gobiernos locales habrán mejorado sus capacidades de coordinación y aplicación de políticas nacionales y del Plan Estratégico de Justicia y Seguridad Ciudadana. Indicadores de efectos: 1: Grado de adelanto en la aplicación articulada y coordinada de la Política Nacional de Seguridad Ciudadana y Justicia; 4: Grado de adelanto en la formulación y la aplicación de la Estrategia Centroamericana de Seguridad Ciudadana. Esfera prioritaria del Plan Estratégico: 2. Gobernabilidad democrática. 

	El Gobierno habrá puesto en práctica mecanismos para la aplicación de medidas de seguridad y acceso a la justicia y de políticas integrales de seguridad, de manera coordinada con los gobiernos locales, la ciudadanía y las diferentes dependencias gubernamentales responsables. 
	Las entidades de la sociedad civil apoyarán los mecanismos de seguridad y convivencia. Los centros de reflexión y académicos, los organismos cooperantes y los organismos de las Naciones Unidas participarán en estas medidas. 
	El PNUD prestará asistencia y facilitará espacios de diálogo para la celebración de acuerdos sobre políticas de prevención y lucha contra la violencia y la delincuencia organizada. Se fomentarán las capacidades nacionales para facilitar la vigencia de la justicia.
	Indicador 1: Número de acciones de la política de seguridad ciudadana realizadas coordinadamente por las entidades responsables de la seguridad. 
Valor básico de referencia: Existe la Política Nacional de Justicia, Seguridad Pública y Convivencia. 
Meta: Realizar al menos cinco acciones de prevención.

Indicador 2: Porcentaje de población que mejora su percepción de la situación de seguridad en su municipio. 
Valor básico de referencia: A determinar para cada municipio donde se realicen intervenciones. 
Meta: Al menos el 50%. 

Indicador 3: Existencia de una estrategia para combatir la delincuencia organizada: 
Valor básico de referencia: No existe.
Meta: Se ha elaborado una estrategia.
	Se han elaborado estudios sobre seguridad. Se han articulado y facilitado espacios de coordinación

y armonización nacional y local para la planificación y gestión de la política nacional. 

Se ha impartido formación a funcionarios públicos y miembros de las comunidades para la prevención de la violencia y el fomento de la seguridad ciudadana y la convivencia. Se han elaborado propuestas para el establecimiento de espacios de resolución de conflictos por métodos alternativos.
	Recursos ordinarios 

(TRAC 1,2,3)

296.482

Otros recursos

8.443.518

	

	Programa para el país/Efectos del MANUD: 4.2 Las instituciones nacionales adoptan y ponen en práctica mecanismos para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, las niñas, los niños, y los adolescentes y ofrecer atención a las víctimas. Indicadores de efectos: Indicador 2: Número de casos en que se aplica la Ley sobre violencia contra las mujeres; Indicador 3. Incremento del presupuesto estatal para la atención y protección en casos de violencia por motivos de género; Indicador 4: Porcentaje de mujeres que tienen una percepción positiva de la calidad de la atención en casos de violencia por motivos de género. Esfera prioritaria del Plan Estratégico: 2. Gobernabilidad democrática 

	El Gobierno habrá puesto en marcha políticas de asignación presupuestaria a fin de aplicar la Ley Especial Integral para una vida libre de violencia para las mujeres.
	Las entidades de la sociedad civil y los organismos de las Naciones Unidas participarán en el seguimiento y la atención de los casos de violencia por motivos de género. 
	El PNUD apoyará el fomento de las capacidades de las entidades responsables de aplicar la Ley Especial, prestando especial atención a la prevención de la violencia por motivos de género y los servicios de atención a las víctimas. Se elaborarán y establecerán sistemas de información y registro que sirvan de fundamento a las políticas nacionales y locales.
	Indicador 1: Número de dependencias del Gobierno que poseen capacidades acordes con sus atribuciones y están en condiciones de aplicar la Ley Especial Integral para una vida libre de violencia para las mujeres. Valor básico de referencia: La Ley recientemente aprobada otorga atribuciones a diferentes instituciones. Meta: Al menos tres instituciones se encargan de velar por el cumplimiento de la Ley.
	Se ha prestado asistencia técnica para la formulación y el establecimiento de un sistema de información a las entidades especializadas sobre violencia por motivos de género y se ha impartido formación en la aplicación de la Ley Especial Integral para una vida libre de violencia para las mujeres. 
	Recursos ordinarios:

74.120


Otros recursos

725.880

	

	Prioridad o Meta nacional: 6. Gestión integral de riesgos ambientales con perspectiva de largo plazo y reconstrucción de la infraestructura y recuperación de la trama productiva y social dañada por fenómenos naturales y acciones humanas.

	Programa para el país/Efectos del MANUD: 5.1 El Gobierno habrá formulado y aplicado estrategias, planes y mecanismos que promuevan la reducción del riesgo de desastres. Indicadores de efectos: Indicador 1: Índice de gestión de riesgos de desastres. Indicador 2: Número de dependencias gubernamentales que integran en su planificación estratégica de mitigación y adaptación. Indicador 5. Grado de adelanto de la Estrategia de eficiencia energética. Esferas prioritarias del Plan Estratégico: 4. Medio ambiente y desarrollo sostenible; 3. Prevención de crisis.

	El Gobierno habrá puesto en práctica acciones concretas para dar cumplimiento a sus compromisos internacionales en materia de mitigación del cambio climático y adaptación a sus efectos, y ordenamiento ambiental y de los recursos naturales. El Gobierno establecerá mecanismos de asignación presupuestaria para la gestión de riesgos con enfoque de género.
	Las entidades de la sociedad civil promoverán la participación a nivel local. Los organismos de cooperación y de las Naciones Unidas apoyarán el fomento de las capacidades.
	El PNUD cooperará en la adopción de medidas de mitigación del cambio climático y adaptación a sus efectos, y conservación a nivel nacional, y de políticas de gestión de riesgos. Apoyará la formulación de marcos normativos para subsanar las desigualdades entre los géneros. Apoyará la coordinación para aplicar medidas de recuperación inmediata en respuesta a desastres.
	Indicador 1: Número de sectores de dependencias gubernamentales que incorporan medidas para el ordenamiento sostenible de los recursos naturales e incorporan el cambio climático en sus planes. 
Valor básico de referencia: Plan de cambio climático en elaboración.
Meta: Al menos cuatro sectores. 
Indicador 2: Toneladas de CO2 que no se descargan en el medio ambiente.
Valor básico de referencia: N/A. 

Indicador 3: Número de medidas adaptación al cambio climático incorporadas a la política de gestión de riesgos. 
Valor básico de referencia: Existe la Política nacional de gestión de riesgos. 
Meta: Al menos dos.
Indicador 4: Porcentaje de participación de la mujer. 
Valor básico de referencia: A determinar.
Meta: Al menos el 30%. 
	Se han elaborado propuestas para integrar estrategias de respuesta al cambio climático. Se ha brindado asistencia técnica a la formulación y la puesta en práctica de programas de eficiencia energética y energías alternativas en los edificios públicos. Se han ejecutado proyectos piloto de conservación de la biodiversidad en las actividades productivas. Se han sistematizado y difundido las experiencias. Se han formulado propuestas de estrategias y programas de reducción de contaminantes ambientales. Se han fomentado las capacidades nacionales para formular y ejecutar programas de gestión de riesgos.
	Recursos Ordinarios

(TRAC 1,2,3)

148.241


Otros recursos

8.091.759
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